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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


      EXP. Inc. Desacato. Consulta.66170-31-03-001-2017-00013-02
_____________________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.      El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto – Incidente de desacato en el grado de consulta – 
25 de mayo de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Declara nulidad del trámite incidental
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2017-00013-02
Accionante:   

 REYNELDA DE JESÚS CIFUENTES DE MONCADA
Accionados:     

UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Temas: 


NULIDAD DEL TRÁMITE INCIDENTAL. [E]n aras de evitar nuevamente futuras nulidades y atendiendo el precedente señalado por el superior de esta Sala, se debe además advertir al despacho de primera instancia que, como el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental y el artículo 129 del Código General del Proceso impone la necesidad de emitir un auto en el que se decreten las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio considere pertinentes, es necesario, antes de proferir la providencia sancionatoria, proceder en la forma indicada o de no ser necesario el decreto de pruebas, motivar dicha decisión. Por ende, las irregularidades señaladas, imponen declarar la invalidez de lo actuado dentro del trámite incidental de la referencia, para que el juzgado adopte las medidas del caso.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia Unitaria  
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, veinticinco (25) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

Expediente 66170-31-03-001-2017-00013-02
I. Asunto

Sería del caso resolver sobre la consulta respecto del auto de fecha 7 de abril último, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el incidente de desacato promovido por REYNELDA DE JESÚS CIFUENTES DE MONCADA, en el trámite de la acción de tutela que aquella instauró contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, si no fuera porque se advierte causal de nulidad que compromete lo actuado, según pasa a explicarse. 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                



II. Antecedentes
1. En la tutela aludida el 5 de diciembre de 2016 el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas dictó el fallo correspondiente concediendo el amparo solicitado por la actora y ordenó al doctor ALAN EDMUNDO JARA URZOLA, representante legal de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, resolviera de manera clara, concreta y de fondo la petición impetrada por la accionante, el 5 de septiembre de 2016 ante dicha entidad.
2. Posteriormente el citado despacho judicial, a solicitud de la accionante, dio curso al incidente de desacato en contra del obligado, que culminó con el auto hoy objeto de consulta. 
III. Consideraciones
1. Revisado el trámite de la primera instancia, se observa que el a quo dio apertura al incidente el 22 de marzo de 2017, contra el precitado funcionario, dispuso su notificación y traslado por el término de tres (3) días (fl. 10 Cd. de Desacato).

2. El auto anterior fue notificado mediante correo electrónico el día 24 de marzo de 2017, no obstante, dicho correo se envió a jualian.lopez@unidadvictimas.gov.co (fl. 12-13 ib.), cuando según la página web de la entidad accionada indica que el correo electrónico para notificaciones judiciales es notificaciones.juridicauariv@unidadvictimas.gov.co y el de su director, doctor ALAN EDMUNDO JARA URZOLA, es Alan.jara@unidadvictimas.gov.co.
3. En virtud de las garantías fundamentales que deben respetarse en todo procedimiento, se debe garantizar el derecho de defensa y contradicción a todos aquellos que puedan verse perjudicados con la decisión o sean destinatarios directos de las órdenes constitucionales que lleguen a impartirse, siendo obligatorio su notificación, para que, si a bien lo tienen, se pronuncien sobre la misma, por lo que al no haber certeza de que el incidentado, haya sido debidamente enterado del auto de apertura, se vulneraron sus derechos al debido proceso y defensa, incurriéndose en causal de nulidad insaneable.
4. Recientemente, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en asunto similar decidido por esta Corporación declaró la nulidad, bajo el sustento que: 
“Sobre el proveído en mención, tampoco se observa que se haya puesto en conocimiento de los destinatarios, como quiera que, el correo electrónico a donde fue remitido el oficio «notificacionesñexl@unidadvictimas.gov.co», es institucional, sin que exista constancia de que efectivamente éste pertenezca a los funcionarios incidentado y requerido, y que aquellos lo hayan recibido para ejercer su defensa luego de conocer las órdenes dispuestas.

Por lo tanto, al no existir certeza de que el incidentado como su superior funcional -quien hasta ahora se requería- , hayan sido debidamente enterados de la apertura de tal actuación y del requerimiento contenido en el mismo auto, se torna evidente la vulneración al debido proceso y defensa del sancionado y, por ende, la incursión del trámite en un vicio con alcance de nulidad insaneable, el cual debe ser declarado por esta Corporación.

5. Pero como si lo anterior no fuera suficiente para anular la decisión consultada, también debe acotar la Corte que el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental, por lo que el Tribunal debía acudir a las normas del estatuto procesal que regulan los incidentes, es decir, el artículo 129 del Código General del Proceso, el cual impone la necesidad de emitir un auto en el que se decreten las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio se consideren pertinentes.
Acorde con lo expuesto, resultaba necesario, antes de la emisión de la providencia sancionatoria, que el Tribunal de conocimiento se pronunciara sobre la pertinencia, conducencia y relevancia de los medios probatorios aducidos tanto por el promotor del trámite como por la autoridad convocada. De no ser necesario el decreto de pruebas, debió motivar su determinación de relevarse del decreto, lo que en este caso no sucedió, por lo que se incurrió en el vicio de nulidad consagrado en el numeral 5o del artículo 133 del Código General del Proceso.

6. Por tales motivos, a juicio de esta Corte, se evidencia varias omisiones de tal magnitud que vician el trámite incidental e impone la necesidad de retrotraer la actuación hasta su iniciación.
En consecuencia, se declarará la nulidad de lo actuado a partir del auto de 26 de septiembre de 2016, inclusive, mediante el cual se abrió el incidente de desacato contra el Director Técnico de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a fin de que se corrijan las irregularidades advertidas por esta sede judicial.”
.
5. Así las cosas, en aras de evitar nuevamente futuras nulidades y atendiendo el precedente señalado por el superior de esta Sala, se debe además advertir al despacho de primera instancia que, como el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental y el artículo 129 del Código General del Proceso impone la necesidad de emitir un auto en el que se decreten las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio considere pertinentes, es necesario, antes de proferir la providencia sancionatoria, proceder en la forma indicada o de no ser necesario el decreto de pruebas, motivar dicha decisión.
6. Por ende, las irregularidades señaladas, imponen declarar la invalidez de lo actuado dentro del trámite incidental de la referencia, para que el juzgado adopte las medidas del caso. 
IV. Decisión
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  
RESUELVE:
Primero: SE DECLARA la nulidad del trámite surtido en este incidente por desacato al fallo de tutela del 5 de diciembre de 2016, promovido por REYNELDA DE JESÚS CIFUENTES DE MONCADA, en el trámite de la acción de tutela que aquella instauró contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV.
Segundo: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992). 
Tercero: Devuélvase el expediente a su oficina de origen, para que se cumplimiento a lo ordenado. 
Notifíquese
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS  
� Sala de Casación Civil, MP: Dr. Ariel Salazar Ramírez, auto ATC7468-2016 del 28 de octubre de 2016, expediente No. 66001-22-13-000-2016-00686-01.
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